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I. INTRODUCCION

A pesar de los esfuerzos doctrinales realizados, todavia en nuestros dias
continda la coordinacién presentdndose como un concepto polémico en el que
no es fcil encontrar coincidencias teéricas. El asentimiento sobre su convenien-
cia, el cardcter irrenunciable de sus supuestos logros se torna divisién y diver-
gencia cuando se desciende de las apreciaciones generales a la construccidn
dogmdtica correspondiente.

Se condivide, sin dificultad, la estimacién de la crisis de los modelos admi-
nistrativos jerdrquicos con la intervencién del Estado en la vida econdmica y
social. El protagonismo de los poderes piiblicos fuerza a una presencia crecien-
te que s6lo se puede garantizar con la diversificacién orgdnica y la adopcién de
decisiones sobre los problemas que las demandas sociales arrojan incesante-
mente sobre la Administracién. La complicacién de los organigramas ministe-
riales, la creacién de nuevas figuras institucionales, la urgencia de las exigen-
cias planteadas, etc., proporcionan condiciones inmejorables para la aparicién
de un caos y bloqueo generalizados si no se instaura una articulacién que sea
capaz de evitar la dispersién, desconocimiento y contradicciones mutuas de la
jungla administrativa surgida al compds de las reclamaciones sociales. Surge con
fuerza una nueva tensién que debe ser controlada, so pena de anegar la mi-
quina estatal: la conciliacién entre los multiples intereses a satisfacer, fa adhe-
sién a la realidad y la exigencia de unidad se convierte en un problema de
primer orden, con la peculiaridad de que el tratamiento adecuado debe apor-
tar una terapia que no sacrifique ninguno de los términos del problema. Con
estas afirmaciones, hemos recordado, pues, una de las cuestiones capitales de
la organizacién politica y administrativa, Ciertamente, esta problemdtica se ha
complicado con la aparicién de nuevas cuestiones que constituyen una fuente
de reflexién inagotable para la teorfa politica: la crisis de legitimidad, la ingo-
bernabilidad de la democracia, la crisis Welfare State, la tendencia neocorpo-
rativa, etc., con afirmaciones de gran interés para el debate constitucional y
juridico. Sin embargo, para nuestra exposicién, aunque la explicitacién de estas
cuestiones obligaria a matizar la globalidad de algunas afirmaciones, nos con-
formamos en esta ocasién con reiterar €l fondo comdn de la cuestién y par-
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ticipar de la diagnosis consensuada en sede doctrinal sobre la existencia de una
tensién centrifuga y la conveniencia de mediarla con instrumentos técnicos in-
tegradores de los extremos.

La construccién del Estado de Autonomia ha contribuido a acrecentar el
problema. A estas alturas no es necesario insistir en las ventajas de la descen-
tralizacidn politica en lo que se refiere a una mejor administracién, a una supe-
rior relacién poderes publicos-sociedad y a la creacién de mayores posibilidades
de participacién. Pero la configuracién de autonomias politicas engendra inevi-
tablemente elementos contradictorios y momentos de antagonismo entre el
marco estatal y autondmico que deben resolverse so pena de instalarse perpe-
tuamente en el conflicto. Si a los aspectos antes mencionados afiadimos la rup-
tura de la continuidad administrativa, es evidente que el recurso a la coordi-
nacién se hace mds perentorio, pero siempre desde la aceptacién consciente de
la conveniencia de propiciar los procesos de descentralizacién.

A nivel interno de la Comunidad Auténoma se han dado procesos simila-
res. En base a una tradicién histérica y a unos datos normativos, hemos asis-
tido a una configuracién institucional que ha asumido la descentralizacién com-
petencial en la distribucidn del poder. No puedo menos que hacerme eco de
la sorpresa y el desconcierto que ha sefioreado en ambientes juridicos cuando
se ha procedido a interpretar determinados preceptos en clave foralista cuan-
do se habia dado por buena, en base al clima cultural e ideoldgico de la transi-
cién, una lectura proclive a postulados centralistas, Pero, superados los momen-
tos de asombro, nos encontramos ante unos resultados normativos que hay que
analizar cuando todavia estd reciente un debate encrespado, en el que los ex-
tremos y las negociaciones han primado por encima de la conciliacién de pos-
turas y la asuncién de tradiciones histéricas que se han abierto paso con una
pujanza sorprendente.

Llegados a este punto, de nuevo volvemos a encontrarnos ante la tensién
mencionada, entre centro y petiferia, entre unidad y diversidad, es decir, el
respeto a los marcos generales sin caer en la tentacién de la uniformidad. La
regulacién normativa de los Territorios Histdricos, la conexién entre Derechos
Histéricos y Territorios Forales, ha creado una situacién que suscita mdltiples
interrogantes. Sin perjuicio de reconocer toda su importancia a la polémica
doctrinal de estas Jornadas acerca del fundamento, naturaleza y titularidad de
los Derechos Histéricos que proporcionard, sin duda, respuestas capaces de im-
pulsar procesos de articulacién interna, conviene afrontar los problemas crea-
dos por la atribucién de titularidades competenciales y su engarce con la dind-
mica interna desde una perspectiva de interrelacién de las sedes de poder.
Hasta ahora ha primado la preocupacién por fijar las posiciones, pero no po-
demos conformarnos con una dptica estdtica que persigue resaltar la individua-
lidad y la incomunicacidn en una pugna por el respeto a la identidad. A con-
tinuacidn debemos seguir el movimiento y prever los mecanismos que impidan
el desequilibrio y favorezcan la sintesis de los intereses tutelados por el orde-
namiento jutidico.

Esta mencién a los intereses, sobre la que mds tarde volveré, da pie para
formular algunas observaciones y evitar que se enturbie la reflexién. Los textos
normativos proporcionan unos datos que deben ser elaborados desde posicio-
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nes que eliminen opciones aprioristicas. A mi juicio conviene, por tanto, huir
tanto de las tentaciones centralizadoras como de las exaltaciones de la realidad
foral-provincial, tratando de evitar tanto los perjuicios que niegan la existencia
de matices como las posturas que alientan la sospecha continua hacia toda me-
dida de direccién globalizadora. Vuelvo a reiterar las cualidades de la descen-
tralizacién producida a escala estatal, aunque ella deba entenderse en los limites
fijados por el ordenamiento juridico. Conviene, pues, evitar los aprioris
ideolégicos confiados en la unilateralidad, cuando no en la reiteracidn,
de los procesos histdricos, desconociendo la dificil supervivencia de los esque-
mas cuando las bases que les dieron soporte han desaparecido y cuando los pro-
blemas a resolver carecen de parangén con tiempos pretéritos. Creo que en
una equidistancia de los extremos podremos encontrar nuevas ideas que ayu-
den a superar esta sensacién de realidad no asumida, aunque defendida con
disgusto indisimulado.

Por tanto, vamos a estudiar la coordinacidn en cuanto técnica de recon-
duccién a la unidad e integracién de la diversidad, sin sacrificio de los puntos
de partida. Para ello vamos a comprobar inicialmente cudl es la tendencia de
la ordenacion interna en otras Comunidades Auténomas, la regulacion de la
coordinacién en el Pais Vasco, para formular a continuacién una serie de pro-
puestas, sobre la base de algunos datos institucionales que aborden sucesiva-
mente el fundamento de la coordinacién en la Comunidad Auténoma y su inte-
gracién en un modelo general de organizacion politico-administrativa.

II. La REGULACION JURIDICA DE LA PROVINCIA

La publicacién de la Ley de Territorios Histdricos (LTH) ha signif-
cado, sin duda, una importante revalorizacién del nivel provincial de adminis-
tracién, La pretendida conexién con una fuente de legitimidad eldstica e inde-
terminada dota a las provincias vascas de especial relevancia en el ordenamien-
to autonémico. Bl mutuo traspaso de competencias y servicios entre los nive-
les autonémicos y forales marca una linea tendencial de fortalecimiento de las
Corporaciones territoriales, que dispondrén de medios materiales y personales
y, por tanto, de poder politico.

Pero, para una comprensién global de la cuestién de las relaciones entre la
Comunidad Auténoma vy los Territorios Histéricos, creemos oportuno realizar
previamente una exposicién que enmarque a los Territorios Forales en el orde-
namiento estatal. En este sentido, sin perjuicio de reconocer las peculiaridades
propias, resulta (til disponer de ciertos datos aportados por la Constitucion,
los Estatutos de Autonomia y las orientaciones seguidas en la regulacién legis-
lativa de otras Comunidades Auténomas de las relaciones entre las institucio-
nes comunes y los érganos de gobierno provinciales. Entendemos que, de esta
forma, dispondremos de un material que permite vislumbrar las tendencias
apuntadas en otros ordenamientos juridicos para as{ verificar los elementos de
proximidad existentes con las pautas marcadas en el Pais Vasco. Quizds, parte
de las tensiones producidas pueden reducirse si comprobamos que las res-
puestas dadas en otros ordenamientos no estin muy alejadas de las adoptadas
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en nuestra Comunidad Auténoma en lo referente a las relaciones entre los 4m-
bitos comunes y provinciales.

El articulo 137 de la Constitucién declara que el Estado se articula terri-
torialmente en municipios, provincias y Comunidades Auténomas que se cons-
tituyan, gozan todos ellos de autonomia para la gestién de sus respectivos
intereses.

Con este texto, por una parte, se enumeran los componentes indispensa-
bles de la Administracién local, siguiendo la ténica del Derecho Constitucional
espafiol y de las Constituciones extranjeras, coincidentes tanto en sefalar la
articulacién administrativa, como la proteccién dispensada. Pero, por otra
parte, no ha escapado a la doctrina la imperfeccién técnica con la que se ha
regulado este capitulo tan trascendental para la propia organizacién del Estado,
organizacién administrativa, prestacién de servicios, derechos de los particu-
lares, etc.

A los efectos de nuestra exposicién, subrayamos que la recepcién consti-
tucional de la Provincia conlleva la obligatoriedad de su existencia. Es evidente
que, por razones de contenido, no se han concluido todas las posibles organi-
zaciones territoriales y que el tema queda abierto para que el legislador cree
nuevas férmulas de organizacién (a. 141.3). En cualquier caso, la inclusién de
la provincia en el precepto constitucional la dota de una especial relevancia,
en cuanto momento necesario y no eliminable de la articulacién del Estado,
que deberd, para el cumplimiento de sus fines, apoyarse en esta divisién terri-
torial {(a. 141.1).

Ademds de esta necesaria presencia, la Constitucién atribuye autonomia
a la Provincia. Resulta controvertido el alcance del término. Si bien hay unani-
midad en la aceptacién de unas Comunidades Auténomas dotadas de auto-
nomia politica, la doctrina se divide entre quienes admiten un régimen similar
para las provincias, en base a su organizacién sustentada en un ejercicio de
soberania popular, y quienes la circunscriben estrictamente al 4mbito adminis-
trativo. En cualquier caso, un andlisis del texto constitucional permite extraer
ciertos matices y formas de tratamiento que denotan una tutela inferior de la
provincia. Resulta evidente el menor énfasis que recibe la provincia en com-
paracidn con la proteccién dispensada a los municipios. La Constitucién incluye
diversos contenidos reveladores de la importancia reconocida a los Municipios.
En el articulo 140 se vuelve a insistir en la autonomfa municipal, les dota de
personalidad juridica plena, regula los principios generales del sistema electoral
y determina la composicién del gobierno y administracién municipal, diferen-
ciando el Ayuntamiento, el Alcalde y los Concejales. Por otra parte, la Pro-
vincia carece del reforzamiento de la autonomia, su personalidad juridica es
propia, se presenta como derivacién de los municipios y su gobierno y adminis-
tracién recibe otros tratamientos en la Constitucién. En concreto, recordamos
a la provincia como circunscripcién electoral v como elemento constitutivo de
las Comunidades Auténomas. Por tanto, si las provincias tienen tal caricter
resulta de interés conocer el tratamiento dispensado a la provincia en los
diversos Estatutos de Autonomia. La insercién de la provincia en la articu-
lacién del Estado establece un limite dispositivo a las Comunidades Auténo-
mas. A partir de esta constatacién queda abierta la puerta a las formas de rela-
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cién que quieran instaurarse entre los distintos niveles administrativos en el
marco genérico configurado por la Censtitucién, lo que obliga a tomar en con-
sideracién no sélo los preceptos referidos expresamente a esta cuestién, sino
otras disposiciones constitucionales y, especialmente, el articulo 103, gque recla-
ma la adopcién de las técnicas organizativas que mejor contribuyan al cum-
plimiento del servicio a los intereses generales con objetividad y articulacién
de los niveles de gestién que eliminaran escalones administrativos superfluos,
como férmula para evitar actividades incoherentes y el despilfarro o reitera-
cién de las conductas administrativas,

La graduacién constitucional de las Comunidades Auténomas repercute
en la potestad organizatoria de los entes locales. Mientras que las Comunida-
des Auténomas del articulo 151 pueden afectar a la Administracién local en el
marco de las bases del régimen juridico de la Administracién Piblica y del
régimen estatutario en los funcionarios, cuya determinacion corresponde al Es-
tado como competencia exclusiva, las Comunidades Auténomas del articulo 143
podrén asumir las funciones que corresponden a la Administracién del Estado
sobre las Corporaciones Jocales cuando sean transferibles por la legislacién de
régimen local. Pero, a pesar de que no se han satisfecho estas previsiones habi-
litadoras, los Estatutos han incluido relaciones entre las Administraciones
Publicas.

Un breve repaso a la regulacién autonémica de las Provincias muestra
una extraordinaria heterogeneidad. Las diversas Comunidades Auténomas han
aprovechado la permisividad constitucional y han conformado las relaciones y
estructura de la organizacién administrativa, inspirdndose en criterios de di-
versa indole. Razones histéricas, culturales y econdmicas han confluido a la
hora de plasmar la articulacién interna de las Comunidades Auténomas. Los
factores condicionadores tenian una entidad muy desigual. No debe sorpren-
der, por tanto, que el resultado final se desperdigue en un abanico muy amplio
de tipos normativos. La integracién de las nacionalidades, la conciencia regio-
nal, la naturalidad o artificiosidad del proceso, la implantacién o no de élites
locales, la memoria histérica, la experiencia de precedentes anteriores, etc.,
pesaron de forma decisiva en el énfasis del aspecto unitario y en la objetivacion
de 1a funcién de Jas partes en el todo autonémico. Conviene recotdar, por otra
parte, que las agrupaciones clasificatorias existentes fueron debidas, en gran pat-
te, a factores externos. La reconduccién del proceso autondémico, la presién
de los acontecimientos politicos, la pretensién de simplificacién de las estruc-
turas, la atenuacién de las reivindicaciones de los colectivos regionales, etc.,
marcaron la elaboracién de los proyectos de Estatutos y produjeron la gene-
ralizacién parcial de determinados modelos organizativos. Los Pactos Autond-
micos, la Comisién de Expertos, la LOAPA y su posterior conversién en la Lpa,
introdujeron una cierta homogeneidad, posiblemente inalcanzable por la
dindmica natural de las nacionalidades y regiones. No debe sorprender, por
tanto, que el resultado final se desperdigue en un abanico muy amplio de tipos
normativos.

Hechas estas advertencias nos detenemos en algunos aspectos especial-
mente 1lamativos que denotan la concepcién y tratamiento de las Provincias.
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A) La Provincia en la configuracion de las Comunidades Auténomas

Las tradiciones y sensibilidades autondmicas tienen su traduccién en la
posicion de las Provincias cuando concurren a la creacién de las Comunidades
Autdénomas. A pesar del protagonismo reconocido por la Constitucién en cuan-
to titulares de la iniciativa, limites geogrdficos y sede de las afinidades histéri-
cas, sin perjuicio en las excepciones contempladas en la Carta constitucional,
se puede vislumbrar en los Estatutos una indisimulada reticencia provincial que
conduce al silencio, a la postergacién y sélo en contadas ocasiones se puede
constatar la traslacién a los Estatutos del esquema constitucional, puesto que
aflora el temor a una presidn conjunta de la tenaza del Estado y de las Admi-
nistraciones locales sobre las instituciones comunes de las Comunidades Auté-
nomas. A modo denunciativo podemos distinguir los siguientes tratamientos:

¢) La afirmacién previa y preestatutaria de la Comunidad Auténoma sin re-
ferencia explicita a la base provincial. La consolidacién histdrica se afirma
por encima de divisiones internas discutibles y coyunturales, que pueden
ser recusables. La Provincia queda relegada a una mera referencia especial
en cuanto demarcacion fisica de los contornos estatutarios.

b} La afirmacién municipalista de las Comunidades Auténomas: éstas se cons-
tituyen sobre la base de las Corporaciones Locales, que aportan el soporte
material y personal. La Provincia vuelve a expresar el limite de aplicacién
del ordenamiento autondmico. Los municipios incorporados a la Comuni-
dad Auténoma quedan definidos por su ubicacién territorial provincial.
Por otra parte, se prevé expresamente la agrupacién de los municipios
para la formacién de unidades superiores de escala inferior a la Provincia.

¢) La plena asuncién del hecho provincial y su incorporacién en términos si-
milares a la Constitucién, incluso con una modificacién del texto consti-
tucional en lo referente a la calificacién de la personalidad juridica. En
este apartado la Provincia concurre a la constitucién de la Comunidad
Auténoma que resulta de la integracién de los d4mbitos territoriales y de
los colectivos sociales asentados en la Provincia. Incluso se asume la defi-
nicidn constitucional al concebir 1a Provincia como articulacién fundamen-
tal para el cumplimiento de los fines especificos de la Comunidad Au-
tédnoma.

d) La falta de referencia a la Provincia y la nccesaria entidad de los munici-
pios en aquellas Comunidades Auténomas uniprovinciales. En este supues-
to de identificacién plena entre la Comunidad Auténoma y la Provincia
es obligada la referencia en términos constitutivos a los municipios como
componentes esenciales de la Comunidad Auténoma.

¢) La negacién del hecho provincial: en la Comunidad Auténoma de las Is-
las Canarias, la divisién administrativa preconstitucional, a pesar de la ga-
rantia de la Ley fundamental, cede ante la tipicidad del fenémeno islefio,
base para una nueva organizacién administrativa.
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El articulo 1.° del Estatuto establece que Canarias, como expresién de su
identidad, y para acceder a su autogobierno, se constituye en Comunidad Au
ténoma, la cual, de acuerdo con el articulo 2.°, comprende los territorios insu
lares enunciados en dicho precepto. El articulo 7 insiste en que las islas ten-
drén su administracién propia en forma de Cabildos, que seguirdn reguldndose
por su legislacién especifica. A su vez, el articulo 22 dispone que Canarias
articula su organizacién territorial en siete islas, y éstas, a su vez, en munici-
pios, cuyas instituciones de gobierno local son, respectivamente, los Cabildos
Insulares y los Ayuntamientos.

B) Las relaciones entre las Comunidades Auténomas y las Diputaciones

En lo referente a las relaciones entre las Comunidades Auténomas y las
Diputaciones, podemos exponer brevemente los siguientes criterios:

4) La clave del sistema reside en el articulo 148, que reconoce la capacidad
de autogobierno. Esta potestad tiene su primera concrecién en la disposi-
cién organizativa de los Estatutos, en los que se pergefia el modelo de
estructura administrativa.

b) Sin 4nimo exhaustivo, realizamos la siguiente clasificacién:

— el silencio de la articulacién interna: el Estatuto se limita a reconocet
la autoorganizacién y la competencia en materia de Régimen Local,
pero sin aportar ninguna férmula de articulacién;

— previsién de una posible delegacién de funciones a las Diputaciones.
La Comunidad Auténoma funcionaria con su propia organizacién ad-
ministrativa o por medio de las Corporaciones Locales;

— la transformacién de las Diputaciones en agentes de los poderes cen-
trales de las Comunidades Auténomas, que carecen de administracién
periférica, con la consiguiente simplificacién de los niveles adminis-
trativos.

¢) La complementariedad de las Provincias y de las Comunidades Auténo-
mas conlleva la atribucidn a estas tltimas de una funcién de coordinacién
que se traduce en la emisién de directrices y la previsién de sistemas de
incidencia para intervenir en caso de incumplimiento.

En el 4mbito de las Comunidades Auténomas se ha procedido a la regu-
lacién mds detallada de la articulacién interna. Las posibilidades ofertadas en
los distintos Estatutos se han materializado en un sistema de relaciones interad-
ministrativas que pretende resolver los complejos problemas del ejercicio de
competencias y de prestacidn de servicios. El interés de este tema se debe a
que se evidencian las pautas seguidas en la definicién de la organizacién admi-
nistrativa en el seno de la Comunidad.

En Andalucia, con la Ley 3/1983, de 1 de junio, de organizacién terri-
torial de la Comunidad Auténoma, se ha procedido a regular la articulacién de
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competencias entre los distintos entes territoriales. Con este fin se utilizan las
téenicas de la delegacidn o de la asignacién de competencias para la gestién
ordinaria de servicios. En los acuerdos correspondientes se fijan el alcance, du-
racién y faculiades de direccién y control, con posibilidad de suspender o dejar
sin efecto ambas técnicas en diversos supuestos contemplados en la ley.

Asimismo, por medio de la Ley 7/1983, de 7 de octubre, de descentra-
lizacién territorial y colaboracién entre la Comunidad Auténoma de la Region
de Murcia y las entidades locales, se procede a ordenar esta materia. De acuer-
do con el articulo 4, la Comunidad Auténoma podrd delegar competencias en
las Corporaciones Locales, facultarlas para asumir la gestién ordinaria de los
servicios propios de la Administracién Regional, utilizar los drganos y medios
de los entes locales para la prestacién de servicios autondmicos, formalizar
convenios, constituir entes de gestién publicos o privados v colaborar con las
Entidades Locales a través de diversos procedimientos, correspondiendo a la
Comunidad Auténoma, en su caso, dictar directrices y vigilar el cumplimiento
de los acuerdos adoptados con posibilidad de revocar la delegacién en deter-
minados supuestos (art. 10). Por otra parte, para asegurar la coordinacién entre
los niveles administrativos se dispone la participacién de las Corporaciones lo-
cales interesadas en la elaboracién y formacién de los planes y programas terri-
toriales referentes al curso del teritorio y de sus recursos {art. 6.°).

En la Comunidad Valenciana, la Ley 2/1983, de 4 de octubre, ha decla-
rado de interés general comunitario las funciones propias de las Diputaciones
Provinciales enunciadas en el articulo 2.°, que conlleva la coordinacién de las
mismas por parte de la Comunidad Auténoma. En consecuencia, el Consejo de
la Generalidad dicta las oportunas directrices que circunscriben el ejercicio
de las competencias de las Diputaciones y que son de obligado cumplimiento
por éstas (art. 12).

En conclusién, podemos comprobar que, en el marco de la Constitucién,
se ha avanzado en una linea de profunda interrelacién entre los niveles ad-
ministrativos. El fracaso del intento cataldn de vaciamiento de las Diputacio-
nes, desautorizado por el Tribunal Constitucional, ha forzado a la bisqueda
de mecanismos de convivencia y complementariedad entre las Comunidades
Auténomas y las Entidades Locales, evitando los comportamientos estancos
e intentando aprovechar los diversos escalones administrativos para evitar una
duplicacién burocrdtica costosa y conservando las instituciones comunes una ca-
pacidad de direccién y de coordinacién que permite unas entidades locales
activas dentro de un disefio unitario. A partir de esta constatacién de la co-
municacién y compatibilidad entre las instituciones autonémicas y locales, va-
mos a estudiar la regulacién vasca de esta materia.

IIT. LA COORDINACION EN EL ORDENAMIENTO JURIDICO VASCO

Una reflexién sobre la coordinacién en la Comunidad Auténoma requiere
disponer de elementos de juicio normativos que permitan controlar el nivel y
desarrollo coordinativo alcanzado. Para conseguir el material suficiente que
permita formular posteriormente una serie de proposiciones que mejoren el
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sistema, vamos a detenernos fundamentalmente en los textos normativos més
significativos a la hora de regular las relaciones institucionales internas de la
Comunidad. Como es ya frecuente, el recurso, al menos literal, a la coordina-
cién es muy habitual y su presencia, detectable a nivel seméntico en los sec-
tores més insospechados, aun cuando el uso que se haga de la misma diverja
en cada ocasi6n. Baste, como ejemplo, recordar el Decreto 34/1983, de 8 de
marzo, que configura los «Centros de Coordinacién Operativa», los cuales son
entendidos por la representacién juridica de la Comunidad Auténoma en el
conflicto positivo de competencia 568/1983, tal y como afirma el Tribunal
Constitucional en su Sentencia 123/1984, de 18 de diciembre, como «centros
de comunicaciones y sistemas de alarma centralizada con un equipo de orde-
nadores que sirvan para recibir llamadas de auxilio y transmitirlas a los érga-
nos competentes, coordinando su actividad mediante el suministro de infor-
maciones» (BOE 11/1/1985, p4g. 15). Afirmada, pues, la abundancia norma-
tiva y asumida la polifacética utilizacién, pasamos revista al Estatuto de Auto-
nomia, a la LTH y a la Ley del Concierto Econémico, textos en los que va-
mos a espigar el sentido de la coordinacién y alcance de su capacidad de im-
pulsar procesos unitarios.

La primera mencién de la coordinacién aparece en el Estatuto en el ar-
ticulo 10.16, referida a la investigacién cientifica y técnica en coordinacién
con el Estado, que ser4 concretada en la futura ley de la ciencia. En el articu-
lo 15 se prevé la organizacién y creacién de la institucién del Defensor del
Pueblo, que actuard en coordinacién con la figura paralela de dmbito estatal
definida en el articulo 54 de la Constitucién y desarroliada por la Ley Orgéni-
ca 3/1981, de 6 de abril. Esta coordinacién se ha materializado en la regula-
cién contenida en la Ley 3/1985, de 27 de febrero, por la que se crea y re-
gula la Institucién del «Ararteko». La exigencia del articulo 15 del Estatuto
y del articulo 12 de la Ley Orgdnica 3/1981 se define en los articulos 9.3.36
y 37. En los dos primeros preceptos se prevé una actuacién coordinadora a
través del establecimiento de acuerdos «para fijar criterios de actuaciones con-
juntas a fin de materializar la coordinacién y colaboracién entre ambas institu-
ciones», que serdn notificados al Parlamento para su conocimiento y aproba-
cién. Ademds, en virtud del articulo 37, el Ararteko puede solicitar del De-
fensor del Pueblo la adopcién de ciertas iniciativas en los supuestos recogidos
en el citado precepto.

Para facilitar la coordinacién entre la Policia Auténoma y los Cuerpos y
Fuerzas de Seguridad del Estado se prevé en el articulo 17.4 del Estatuto de
Autonomia una Junta de Seguridad a la que la Disposicién Transitoria Cuarta
atribuye la determinacién de ciertos aspectos referentes a los Cuerpos de la
Policia Auténoma.

El Delegado del Gobierno, previsto en el articulo 154 de la Constitucién,
dirige la Administracién Civil del Estado y la coordina, a tenor del articu-
lo 23.2 del Estatuto,-con la Administracién propia de la Comunidad Auténo-
ma. La ley 17/1983, de 16 de noviembre, establece la posible creacién de
una Comisién, presidida por el Delegado del Gobierno para facilitar la direc-
cién de la Administracién Civil del Estado. Para asegurar la coordinacién con
la Administracién Auténoma, el Delegado del Gobierno proporcionaré al Con-
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sejo de! Gobierno y a la Asamblea Legislativa, por mediacién de aquél, la
informacién que necesiten, y solicitard, 2 través del Presidente de la Comuni-
dad Auténoma, la informacién de los Organismos de la Administracién Auté-
noma que precise para el cumplimiento de sus fines (arts. 7 y 8).

En materia de medios de comunicacién social se prevé una coordinacién
con el Estado en lo referente a la ejecucién del desarrollo legislativo. La Dis-
posicién Transitoria Sexta del Estatuto concreta el art. 19.2 al estimar que la
coordinacién se aplicars sélo si el Estado atribuye a la Comunidad Auténoma
la utilizacién de canales nuevos de televisién de titularidad estatal. Esta coor-
dinacidn se ha traducido en la Ley 46/1983, de 26 de diciembre, en una serie
de condiciones impuestas legalmente que deben satisfacerse para acceder a la
concesién del tercer canal, sin perjuicio del desarrollo reglamentario atribuido
al gobierno.

El art. 41.2.6 del Estatuto impone a los Territorios Hist6ricos la sujecién
de su régimen tributario a la estructura general impositiva del Estado y a las
normas de armonizacién fiscal, coordinacién y colaboracién con el Estado re-
cogidas en la ley de Concierto y las que en su dia dicte el Parlamento vasco.
Sobre este tema volveremos més adelante, al revisar la ley de Concierto.

Por dltimo, el art. 45.2 dispone que el volumen y caracteristicas de la
Deuda Piblica se ajustardn a la ordenacién general de la politica crediticia y
en coordinacién con el Estado. Como es sabido, el alcance de este precepto
fue objeto de la Sentencia del Tribunal Constitucional 11/1984, de 2 de fe-
brero, en resolucién del conflicto de competencia 241/1982.

La Lev de Territorios Histéricos contiene también en su articulado nu-
merosas referencias a la coordinacién. El articulo 2 basa las relaciones entre
las Instituciones Comunes y los érganos forales en los principios de solidaridad
y colaboracién e impone el ejetcicio de las competencias de las Administracio-
nes vascas de acuerdo con los principios de eficacia y coordinacién. En el dm-
bito de las competencias exclusivas de los Territorios Histéricos se dipone la
aprobacién de un Plan General de Carreteras que establecerd determinadas
normas técnicas para la coordinacién de las redes de carreteras. Asimismo a las
Instituciones Comunes, sin perjuicios del respeto a las atribuciones de Alava,
les corresponde la legislacién, desarrollo normativo, alta inspeccién, planifica-
cidén y coordinacién en materia de transportes mecdnicos por carretera (a. 10).
La coordinacién es asimismo exigida para el ejercicio de la actividad financiera
de los Territorios Histéricos y de su sector pablico (a. 14.2). En virtud del
articulo 14.3 se establece una coordinacién entre los Territorios Histdricos,
que regulardn, sin menoscabo de lo dispuesto en el art. 41.2 a) del Estatuto,
de forma uniforme los elementos sustanciales de los distintos impuestos, obli-
gacién pospuesta a la emanacién de la ley del Parlamento, de acuerdo con lo
establecido en la Disposicién Transitoria Tercera, lo que motiva la atribucién
de la coordinacién al Consejo Vasco de Finanzas Publicas, cuyos acuerdos
serdn aprobados ulteriormente por los Organos Forales competentes.

El articulo 27.5 precisa el alcance de la coordinacién de las operaciones
de crédito de los Territorios Histéricos, que queda reducido a la fecha, plazo,
tipo de interds y demds condicionamientos econémicos.
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El Consejo Vasco de Finanzas queda facultado para la elaboracién de
estudios y formulacién de propuestas al Gobierno y Diputaciones en activi-
dades del sector publico que, a juicio del Consejo, deban ser coordinadas
(a. 27.1.6).

Por dltimo, la LTH quiere articular globalmente todas las Haciendas Pud-
blicas, al establecer la coordinacién en determinados supuestos de las operacio-
nes de crédito de los Entes locales con las de los Territorios Histéricos y
la politica de endeudamiento de Ja Comunidad Auténoma en el seno del Con-
sejo Vasco de Finanzas Publicas.

Finalmente, la Ley 12/1981, de 13 de mayo, por 1a que se aprueba el
Concierto Econémico, reitera en el art. 3 principios ya conocidos. Los sistemas
cributarios de los Territorios Histéricos se ajustardn, en relacién con el Esta-
do, a la coordinacién, armonizacién y colaboracién, segtn las normas del Con-
cierto, y en las relaciones entre los Territorios Histéricos seguirdn los mismos
principios, segin la ley que emane del legislativo auténomo. A continuacién,
se detalla el alcance de los principios de armonizacién y de colaboracién en
relacién con el Estado en los articulos 4 y 5, respectivamente, peto no se¢ pre-
cisa ¢l contenido de la coordinacién entre el poder central y los Organos
Forales.

La escasa existencia de mecanismos de coordinacién ha sido parcial y
modestamente compensada en los Decretos de Transferencia entre las Institu-
ciones Comunes y los diversos Territorios Histdricos. Por medio de esta via
normativa se han previsto medidas que correlacionan ambas instancias en al-
gunas materias para evitar el aislamiento y el funcionamiento auténomo de las
instituciones centrales y forales. Sin duda, son miltiples las observaciones for-
mulables respecto a las férmulas adoptadas. Resulta sorprendente el procedi-
miento utilizado, el acuerdo de voluntades de los participantes, los materiales
seleccionados. En cualquier caso, representa un primer esfuerzo de avance
en esta cuestién que, sin perjuicio de las reservas que suscite, mgrece ser sa-
ludado positivamente.

En dos transferencias se alude a la coordinacién: en Urbanismo y en
Transportes por carretera.

Como es sabido, el Estatuto de Autonomia incluye en el art. 10.31 como
competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma la ordenacién del territo-
rio y del litoral, urbanismo y vivienda.

Por su parte, segtin el articulo 7.5 c) de la LTH, corresponde a los Te-
rritorios Histéricos la ejecucién en materia de Urbanismo, sin perjuicio de las
competencias atribuidas por Ley a otros entes publicos y érganos urbanisticos,
las facultades de iniciativa, redaccién, ejecucién, gestidn, fiscalizaciones e in-
formacién, asf como la de aprobacién de los instrumentos de la Ordenacién
Territorial y Urbanistica en desarrollo de las determinaciones del planeamiento
de rango superior dentro de su 4mbito de aplicacién. En virtud de los Decre-
tos 35, 44 y 54/1985, de 5 de marzo, se aprueba el acuerdo adoptado por
1a Comisién Mixta de transferencias Gobierno vasco-Diputacién foral de Alava,
Guiptizcoa y Vizcaya, respectivamente, En el anexo de los citados Decretos
se procede a especificar la distribucién de facultades de las competencias atri-
buidas a la Comunidad Auténoma asignindolas al Gobierno vasco y a las Ins-
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tituciones Forales. En el apartado 13 se prescribe la coordinacién de actua-
ciones que impone a las Instituciones Forales y al Gobierno Vasco la mutua
obligacién de remitirse, en el plazo médximo de un mes a partir de la publi-
cacién en el Boletin correspondiente, un ejemplar de los expedientes resul-
tando, en su caso, aprobadas definitivamente. En suma, el alcance de la coor-
dinacién se limita, en este caso, a un deber de mutua informacién en materia
de urbanismo. :

Asimismo se establece en el apartado A, 1.°, del acuerdo la atribucién
al Gobierno vasco de la formulacién, tramitacién y aprobacién de los Planes
Directores Territoriales de coordinacién, sin perjuicio de la facultad de redac-
cién y tramitacién que compete a las Diputaciones Provinciales.

El deslinde de competencias y facultades en materia de Transportes por
Carretera tiene su primer punto de referencia en el Estatuto de Autonomia
en los articulos 10.32 y 12.9. Por su parte, la LTH, en el articulo 10, san-
ciona como modelo a seguir el nivel de facultades ostentadas por Alava y
atribuye a las Instituciones Comunes las competencias de legislacién, desarro-
llo normativo, alta inspeccién, planificacién y coordinacién en materia de trans-
portes mecdnicos por carretera,

Esta materia reviste especial interés para nuestro estudio, dadas las diver-
sas posibilidades de interés y de conexién en los niveles administrativos. A pri-
mera vista se presenta como una oportunidad para verificar el grado de com-
prensién y de utilizacién de lus diferentes técnicas previstas en el articulo 10
LTH éen una materia de indudable trascendencia para el desarrollo econémico.

Una lectura del largo y prolijo acuerdo incluido como anexo en los De-
cretos 36,47 y 57/1985, de 5 de marzo, referidos respectivamente a los Terri-
torios Histéricos de Alava, Guiptzcoa y Vizcaya, permite alcanzar algunas con-
clusiones. En primer lugar, el Gobierno vasco se reserva la planificacién gene-
ral en el transporte en ia Comunidad y a las Diputaciones corresponde el desa-
rrollo de la planificacién en sus respectivos territorios histéricos. En segundo
lugar, sélo se alude a la coordinacién en una ocasién: el Gobierno vasco
coordina la colaboracién con las fuerzas de vigilancia en las campafias progra-
madas de inspeccidn y las Diputaciones hacen lo propio en relacién a las actua-
ciones de las fuerzas de vigilancia en materia de transportes con la inspeccién
de transportes. A su vez, las Diputaciones mantendrn un intercambio infor-
mitico con el Gobierno vasco de datos estadisticos del transporte. En tercer
lugar, el ejecutivo auténomo interviene en esta materia al dictar la normativa
v adoptar resoluciones en los contenidos enunciados en el anexo. A las Dipu-
taciones Forales les corresponden bésicamente los aspectos ejecutivos de la
regulacién del Gobierno vasco. Al nivel de desarrollo alcanzado hasta ahora,
y sin perjuicio de reconocer las amplias posibilidades recogidas en el articu-
lo 10 LTH, se puede afirmar el recurso predominante en materia de trans-
porte, a la planificacién y al ejercicio de la potestad reglamentaria dejando
reducida, segin el tenor literal del acuerdo de la Comisién de Transferencias,
la coordinacién a aspectos secundarios. El peso decisorio corresponde a las
Instituciones centrales, limitando la intervencién foral a un papel subordinado
de mera ejecucién, a pesar de la apertura contemplada en el citado precepto,

Esta breve exposicién nos ha permitido conocer cudl es el estado de la
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cuestién en la Comunidad Auténoma. Y a la vista de los preceptos selecciona-
dos, estamos en condiciones de formular algunas conclusiones que sean base
para posteriores desarrollos. A los efectos de nuestra exposicién, destacamos
especialmente:

a)

c)

d)

La adecuacién al principio de coordinacién aparece enunciada en referen-
cia tan s6lo a sus respectivas competencias. En este sentido, dada su limi-
tacién evidente, habria que recordar la pretensién mds generalizadora del
articulo 53 de la ley de gobierno que solicita la coordinacién entre los 6r-
ganos de la Administracién Auténoma y la de éstos «en todo caso, con
los de los Territorios Histéricos», precepto que no ha tenido, por tanto,
el desarrollo posterior necesario, perfectametne integrable en la LTH.

Se constata el cardcter heterogéneo y polivalente del término coordina-
ci6én. Tanto por el sentido del articulo que la regula, como por los desa-
rrollos normativos posteriores se comprueba su diverso significado referido
a elementos procedimentales, estructurales y contenidos dispares. En unas
ocasiones se reduce a un intercambio de informacién, a la elaboracion de
disefios operativos, a la participacién en 6rganos creados expresamente,
etcétera.

A pesar de la flexibilidad, y en ocasiones inanidad, de la coordinacién, re-
ducida a contenidos importantes, la legislacién revisada muestra el cardc-
ter aleatorio. No se percibe, a ptimera vista, la causa de su exigencia en
algunas materias v competencias y su inexistencia en otras, posiblemente
tan necesitadas como aquéllas de la coordinacién. Incluso podria afadir-
se que tampoco afecta a las competencias o materias mds significativas, con
lo que viene a agravarse la connotacién arbitraria antes apuntada.

El Estado de Autonomia, como norma institucional bésica, configura unos
Territorios Histéricos relevantes (que reciben en virtud de la LTH) dota-
dos de importantes competencias. A pesar del cardcter integrado de Ia
Comunidad Auténoma de la indispensable y permanente correlacién entre
las esferas autonémicas y foral, no se contempla una corriente de flujos
coordinatorios intracomunitarios. En el somero repaso realizado se percibe
una preocupacién por la implantacién de estas técnicas cuando interviene
el poder central. La presencia del Estado como interlocutor de las Admi-
nistraciones Pablicas vascas genera la proliferacién, con distinto sentido y
alcance, de previsiones de coordinacién. Tanto la Constitucion como el
Estatuto de Autonomia contienen esta articulacion en relacién a la Co-
munidad Auténoma y a los Territorios Histdricos. Sin embargo, cuando
hay que afrontar la comunicacién interna disminuye la magnitud y la in-
tensidad de la coordinacién, limitdndose a los supuestos normativos antes
resefiados. Nos encontramos, pues, ante un cierto desequilibrio que suscita
no pocos interrogantes. Las técnicas utilizadas para la conexién y cola-
boraci6n con los poderes estatales parece que son dificilmente soportables
en el seno de la Comunidad Auténoma. Las escasas referencias, incluso
en un texto normativo tan susceptible para albergar estas precisiones
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como la LTH, avalan la hipétesis de una relativa incomunicacién institu-
cional y de una preferencia por la via fictica, sede, sin duda, de més féci-
les acuerdos, pero también sistema apto para bloqueos insuperables.
A estas alturas, no resulta satisfactoria esta situacién desde un punto de
vista l6gico, politico e institucional. De ahi la necesidad de extraer los
elementos normativos del ordenamiento juridico que impulsen una poli-
tica del derecho orientada a colmar las lagunas existentes. Aparece urgente
la tarea de completar el disefio institucional que cierre el circulo relacional
interno superando las dificultades, resistencias y reservas potr medio de
un modelo que no menoscabe los intereses sancionados intitucionalmente.
Ello nos obliga, para avanzar en nuestra exposicién, a subrayar algunos as-
pectos, como instrumental conceptual capaz de sustentar las conclusiones
que, sobre la coordinacién y la instrumentacién vasca, avanzaremos en
este trabajo.

IV. BASES PARA LA COORDINACION EN LA COMUNIDAD AUTONOMA
DEL Pafs Vasco

1. Comunidad Auténoma y Territorios Histéricos

Para estudiar el problema de la coordinacién, comenzamos analizando
la entidad de los sujetos que participan en la coordinacién; ésta deber4 estable-
cerse entre quienes detentan la mdxima representacién politica e institucional
y las diversas entidades con relieve y significacién interna como para que su
actividad deba ser coordinada con la de las Instituciones Comunes. Hasta
ahora hemos tenido ocasién de comprobar el tratamiento dispensado a las Di-
putaciones y Provincias en los Estatutos de otras Comunidades Auténomas.
Repasaremos, a continuacién, los rasgos caracteristicos de la regulacién del Es-
tatuto Vasco.

Por lo que se refiere 2 las Instituciones Comunes, la normacién estatutaria
no presenta novedades destacables. Interesa, tan sélo, resefiar como elementos
utiles para posteriores desarrollos la titularidad exclusiva de la potestad legis-
lativa, con todas sus consecuencias respecto al significado del principio de lega-
lidad en la Comunidad Auténoma, la tutela que les corresponde en los intere-
ses generales o comunitarios. Y, por dltimo, la atribucién como competencia
exclusiva de la promocién, desarrollo econémico y planificacién de la actividad
econémica en el marco de la ordenacién general en la economia (art. 10.25),
que tendrfa su correspondiente traduccién en las aportaciones de las Diputa-
ciones Forales, de acuerdo con el articulo 22.3 de la LTH. En sintesis, y en
coherencia con el esquema institucional, se configura una organizacién que con-
centra en las Instituciones Comunes la adopcién de las decisiones capitales,
que, en su forma juridica legal, se imponen en el 4mbito territorial al que se
aplican. Dentro de dicha organizacién destaca la centralidad reconocida al Par-
lamento, concepto que nos conformamos tinicamente con apuntar,

Los elementos novedosos aparecen, sin embatgo, en los otros sujetos de
la coordinaci6n. A la hora de hacer referencia al régimen juridico de los Terri-
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torios Histdricos destacamos su cardcter esencial en el seno de la Comunidad
Auténoma, que se manifiesta en:

a)

b)

¢)

Su inclusion en el Titulo Preliminar no como soporte material y limite
geogréfico, sino como reconocimiento de su sustantividad, que se traduce,
por una parte, en la conservacién y actualizacién de su organizacién e ins-
tituciones privativas, y, por otra parte, en la integracién equilibrada que
se manifiesta en ¢! reparto de inspiracién federal de la representacién po-
litica. La autonomia garantizada por la Constitucién queda asf redefinida
y protegida adicionalmente. No s6lo se consagra la existencia de la Pro-
vincia, sino que ademds se elevan al limite de la Comunidad Auténoma
unos contenidos que no le son disponibles. De acuerdo con los articulos 3
y 37, hay que tutelar determinados aspectos que contribuyen a dotar de
especial relieve a la articulacién interna de la Comunidad.

El articulo 47 regula de forma diferenciada una posible reforma del Es-
tatuto que, por su menor importancia, es susceptible de un procedimiento
mas simplificado. En este sentido, se recurre a una tramitacién mds redu-
cida cuando «tuviera por objeto una mera alteracién de la organizacién de
los poderes y no afectara a las relaciones de la Comunidad Auténoma
con ¢l Estado o a los regimenes formales privativos de los Territorios His-
téricos». Esta cautela significa enunciar los elementos que individualizan
el Estatuto hasta el punto de constituir contenidos sustanciales del mismo.

Esta relevancia se contintia en la serie de consultas que se deben ini-
ciar para confirmar la entidad del proyecto de reforma. La confirmacién
o no de la inocuidad del texto se obtiene de la emisién de pareceres de las
Juntas Generales y de las Cortes Generales, cuya opinién tiene efectos
paralizantes, puesto que obstruye el proceso, interrumpe los trdmites y
obliga a realizar el procedimiento, en su caso, mis complicado.

La inclusién de los Territorios Histéricos dentro del Titulo II del Esta-
tuto de Autonomia, referido a los poderes del Pais Vasco. A pesar de la
ambigiiedad del término, pues incluye la regulacién del poder judicial
de cardcter estatal, su ubicacién estatutaria denota la relevancia recono-
cida. Esta significacién aparece sancionada en el articulo 24.2 y reiterada
en el articulo 39, regulador de los conflictos de competencia que corres-
ponde decidir a una Comisién Arbitral presidida por el Presidente del
Tribunal Superior. Una fehaciente demostracién de esta importancia se
encuentra recogida en el articulo 7.4, que atribuye iniciativa legislativa
a las Instituciones representativas de los Tetritorios Histdricos.

FEsta regulacién merece un comentatio adicional, puesto que significa
una reproduccién interna de procesos estatales con la consiguiente crisis,
no exenta de importantes consecuencias, de conceptos bésicos de la teoria
juridica del Estado.

La normativa estatutaria puede ser mejor comprendida a la luz de las
teorizaciones realizadas en Italia por Modugno y Silvestri, que constatan
las modificaciones aportadas por el Estado regional. La superacién de la
interpretacién reductiva del poder por la proliferacién de nuevos poderes
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dentro y fuera del ordenamiento juridico produce la apaticién de diversos
problemas, La multiplicacién de los centros de decisién genera una ten-
dencia centrifuga, de satisfaccidn y de privilegio de las demandas que se
originan en su seno, en detrimento de la concepcién unitaria liberal del
poder, y de bisqueda continua de un mayor protagonismo, no ficilmente
reconducible a actividades preparatorias, y una tendencia centripeta,
de implantacién de mecanismos que mantengan la unidad formal y
material. La explosién de la diversidad, la riqueza de matices, la de-
fensa de la peculiaridad se imbrica en una recomposicién que no pue-
de faltar, realizada segin procesos alejados de los esquemas decimoné-
nicos de unidad y jerarquia del poder. De esta forma se acoge la concep-
cién de una pluralidad de centros de poder que se contraponen y cola-
boran, participando en el ejercicio de las funciones juridicas, contribu-
yendo a una relacién de complementariedad, e incluso de conflicto, en la
determinacién de la voluntad publica. De la sentencia n. 69 de 1978 de
la Corte constitucional italiana se puede extraer la conclusién de que esta
formulacién, que incorpora una concepcidén de la esttuctura y organiza-
cién del poder, se dirige no sélo a favorecer una participacién externa,
sino a propiciar la creacién de instrumentos de intervencién de equilibrio
institucional para la consecucién de los fines institucionales.

d) Las competencias de orden financiero atribuidas a los Territorios Histd-
ricos acrecientan la magnitud de la autonomia garantizada constitucional-
mente. Los articulos 41 y 42, con la ruptura de la conexién entre la ca-
pacidad contributiva y la capacidad de gasto, las aportaciones de las Di-
putaciones a los gastos presupuestarios, sientan unas bases que han teni-
do su traduccién en la LTH y en la ley de Concierto, en donde se estable-
cen procesos concertados para la fijacién de las cantidades transferidas.

Estas breves consideraciones nos permiten situarnos adecuadamente ante
los sujetos de la coordinacién. Los Territorios Histdricos estdn consolidados
como unidades interiores que no se disuelven en el seno de la Comunidad
Auténoma. Y los perfiles con que se ha dotado a aquellas organizaciones terri-
toriales no pueden menos que condicionar la articulacién interna e incidir en las
posiciones respectivas en los mecanismos coordinatorios. En cualquier caso,
precisamente por la configuracién de unidades fuertes, es por lo que se hace
mis necesaria la implantacién de técnicas que propicien procesos unitarios, sin
menoscabo de la pretensién del Estatuto de conformar en ambos extremos de
Ia relacién una capacidad decisoria.

2. La coordinacién en la doctrina del Tribunal Constitucional

El frecuente, y casi abusivo, recurso del legislador y de la Administracién
a la coordinacién ha suscitado no pocas sorpresas y desconciertos a nivel doc-
trinal e interpretativo. La resolucién de las dificultades politicas y técnicas, el
desbloquec de las situaciones o la superacién de posturas cerradas y desacuer-
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dos con la mencién de la coordinacién han constituido un expediente soco-
rrido. No debe sorprender, por tanto, que el resultado no sea 6ptimo y que la
utilizacién del término no se realice siempre de forma coincidente. A pesar de
su ya lejana aparicidn, no se ha alcanzado una teorizacion capaz de poner orden
en esta intrincada materia. La ausencia de una teoria general, idénea para
guiar, o al menos orientar, el ejercicio de la portada legislativa y reglamentaria
ha propiciado un uso indiscriminado, cuando no disparatado, que ha contri-
buido sobremanera a robustecer el desconcierto de todo orden, en una suma
combinada de perplejidades cuya responsabilidad se reparten tanto la doctrina
como los productores de normas juridicas. La proliferacién obstaculiza con-
siderablemente la reduccién a unidad de la coordinacién e impide la aplicacién
generalizada de los sentidos otorgados por la norma en sus puntos concretos
a otras esferas, igualmente sometidas a la coordinacién. De ahi que la contem-
placién y anilisis sectorial de una coordinacién especifica resulte, generalmen-
te, valida s6lo para el tema estudiado y sirva como guia remota para su apli-
cacién a otras esferas. Estas premisas permiten comprender la diferencia de
resultados en lo referente a la relacién entre los sujetos, la calificacién juri-
dica de la coordinacién, la naturaleza vinculante, la forma, el contenido, los
medios de control, etc. Baste como ejemplo paradigmitico la inusitada enume-
racién de sentidos identificados por Blanco de Tella, que evidencia el dificil
transito por la coordinacién.

En esta ocasién no vamos a entretenernos con las disquisiciones doctrina-
les. Existen otros datos que merecen mds atencién. La jurisprudencia consti-
tucional, al resolver los conflictos de competencia, ha contribuido a esclarecer
més este tema en nuestro ordenamiento. Vamos a exponer, en primer lugar,
la construccién que Ia Corte Constitucional ha ido desgranando en varias sen-
tencias.

Continda siendo capital para nuestro tema la Sentencia 32/1983, de 28
de abril. A juicio de la Alta Corte, la coordinacién busca integrar la diversi-
dad en el sistema. De esta premisa general deriva que no se puede identificar
la coordinacién con la fijacién de bases, que hay que diferenciar la coordinacién
de la alta inspeccién, y que la coordinacién no puede expropiat las competen-
cias del coordinado. En dicha sentencia se puede leer que «la coordinacién
debe ser entendida como la fijacién de medios y de sistemas de relacién que
hagan posible la informacién reciproca, la homogeneidad técnica en determi-
nados aspectos y la accién conjunta de las autoridades territoriales estatales y
comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo que
se logre la integracién de actos parciales en la globalidad del sistema sani-
tarion. Esta doctrina seria confirmada en la Sentencia ulterior 42/1983, de 20
de mayo, dictada para la resolucién de un conflicto de competencia que ver-
saba asimismo sobre materia sanitaria.

A la definicién formulada en las dos sentencias anteriores, el Tribunal
Constitucional ha afiadido en ocasiones posteriores algunos matices y desarro-
llos de la doctrina primitiva. La Sentencia 71/1983, de 29 de julio (BOE,
18-8-83) reconoce la posibilidad de que la legislacién bésica establezca normas
«para coordinar la llevanza del Catélogo por la Comunidad Auténoma con la
debida informacién al Estado sobre sus datos, asi como las normas a las que
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habré de ajustarse aquella llevanza, o cualquiera otras que tengan el cardcter
de bisicas y sirvan para los citados fines de coordinacién y cooperacién». Con
un tono descriptivo, el Tribunal Constitucional recuerda en la conocida Sen-
tencia 76/1983, de 5 de agosto, la competencia estatal de la coordinacién
reconocida en varios preceptos constitucionales, por lo que el alcance de los
acuerdos de los érganos coordinadores serd el correspondiente al ejercicio de
las competencias. Mds interés reviste la Sentencia 11/1984, de 2 de febrero,
en la que reconoce que la integracién de la diversidad en la unidad «exige la
adopcidn de las medidas necesarias y suficientes para asegurar tal integracién».
La coordinacién, en este caso en materia financiera, no se reduce simplemente
a la emisién de informes no vinculantes, sino que requiere técnicas mds vincu-
lantes, una de las cuales es la autorizacién de la emisién, fundada en el ar-
ticulo 14.3 LoFcA, que encaja perfectamente con la coordinacién atribuida
al Estado.

Es innegable tanto el interés de los pronunciamientos como la generali-
dad de las sentencias. A nuestro juicio los avances de la jurisprudencia consti-
tucional se concretan en el respeto a la titularidad de las competencias, en
la explicitacién de la idea general de la coordinacidn, el cardcter implicito de la
misma conexo a la legislacién bdsica y la forma polifacética que puede revestir
en el sentido de recurrir a todos los instrumentos idéneos para alcanzar el re-
sultado perseguido, lo que impide realizar ningin tipo de reclusién. De todas
formas, la técnica de resolucién de casos concretos facilita en ocasiones férmu-
las abiertas que consienten una intervencién excesiva. De ahf la necesidad de
profundizar en muchos aspectos que deslinden més nitidamente los contornos
de la coordinacién,

3. La estructura de la coordinacion

Como es sabido, una mal entendida preocupacién por el desorden de la
construccidn del Estado de las Autonomias originé el proyecto de la LoaPa,
que, tras la depuracién del Tribunal Constitucional, desembocé en la del Pro-
ceso Autondmico. Con este texto se intensifican los contactos entre los distin-
tos niveles de la Administracién. En el dmbito que nos interesa, se recogen las
técnicas de la delegacién, transferencia y gestién de servicios, y se disponen
las férmulas de direccién y control. Por otra parte, el articulo 7 prevé la po-
sible coordinacién en los supuestos de competencias concutrentes de las Di-
putaciones y de las Comunidades Auténomas, ademds de aquellos supuestos
previtos por ley, mencionando la unién sin integracién de los respectivos pre-
supuestos. Es decir, aporta un fundamento genérico, aunque su materializacién
quede a expensas de las partes.

Sin duda hay que esperar a la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de
las Bases de Régimen Local, para disponer de datos normativos que permitan
avanzar con seguridad. Sin perjuicio de los oportunos desarrollos, esta ley
pone orden en un tema que tanta polémica ha generado en la doctrina, Es-
timo que se estd ya en condiciones de trazar los perfiles generales que encua-
dren la coordinacion. Ciertamente en la ley citada se contienen diversos me-
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canismos que permiten una relacion ordenada y una capacidad de direccion
en el sentido de proporcionar a las Instituciones Comunes resortes aptos para
una complementariedad y una vigilancia dentro de un esquema de actuacién.
Centrindonos en nuestro tema, el articulo 37 permite la delegacién de las
competencias de la Comunidad Auténoma en las Diputaciones y la asignacion
a éstas de la gestién ordinaria de servicios propios. Como es ldgico, en ambos
casos la Administracién Auténoma dirige, controla, emana instrucciones, soli-
cita informacién, formula requerimientos y llega, en el supuesto de incumpli-
miento de las diversas obligaciones, a la revocacién y a la sustitucién (art. 27).
Pero, sin perjuicio de reconocer la importancia de estas técnicas, vamos a de-
dicar nuestra atencién a la coordinacién, basindonos en el articulado de la ley,
en la doctrina y jurisprudencia constitucional espafiola e italiana. En concre-
to, en numerosas sentencias {menciono sélo las mds significativas): n. 39 de
1971, n. 138 y 140 de 1972, n. 191 de 1976, n. 150 de 1982 y n. 307 y 340
de 1983), la Corte Constitucional italiana ha elaborado una doctrina de la
funcién estatal de «indirizzo e coordinamento» que contienc numerosas suge-
rencias aprovechables.

4) Fundamento de la coordinacidn

La Constitucién en el articulo 155.1 alude al interés general de Espaiia.
Aunque no existen menciones de este tipo en el Estatuto de Autonomia, es
obvio que se puede reconocer la existencia de un interés general de la Comu-
nidad Auténoma que debe gozar de primacia y para cuya salvaguarda y reali-
zacién hay que adoptar las medidas pertinentes y dotar de las atribuciones
correspondientes a los rganos encargados de su tutela.

En la conocida Sentencia de 2 de febrero de 1984, el Tribunal Constitu-
cional expresa la necesidad de reconocer una posicion de superioridad del
Estado «como una consecuencia del principio de unidad y de la supremacia
del interés de la nacién». De forma semejante la Corte italiana, en la sen-
tencia n. 39 de 1971, apelaba a la prevalencia de las exigencias unitarias de
la nacién para justificar Ia funcién de «indirizzo e coordinamento».

Estimo que una argumentacién similar es aplicable dentro de la Comuni-
dad Auténoma. Elementos histéricos, culturales, econémicos, politicos y socia-
les consienten afirmar la existencia de un interés que debe ser salvaguardado
y a cuya supervivencia deben orientarse todos los esfuerzos, ordenados con el
consiguiente ejercicio de instrumentos juridicos.

Este planteamiento subyace en la Ley Reguladora de Bases de Régimen
Local (LRBRL), que en numerosos articulos reconoce la existencia de un inte-
rés en correspondencia a los niveles de Administracién. Asf, el articulo 10.2
admite la posibilidad de una trascendencia de los intereses propios de las En-
tidades Locales que puede condicionar relevantemente los de las restantes Ad-
ministraciones Publicas. En el articulo 59.1 se adopta como dptica de intet-
vencién los intereses generales o comunitarios que deben proporcionar el cri-
terio que rija las relaciones interadministrativas. Aceptada la coexistencia de
interés se debe proceder a una compaginacion 16gica, juridica y politica que
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no creemos suscite problemas, dada la necesaria preeminencia que correspon-
de a los intereses de la Comunidad Auténoma.

Por otra parte, como ya recordamos anteriormente, no podemos olvidar
que el Estatuto atribuye a la Comunidad Auténoma una competencia exclu-
siva de programacién de la que se deriva, naturalmente, la ordenacién de me-
dios materiales y personales hacia los fines fijados, la direccién de las Admi-
nistraciones Pdblicas en el sentido de los objetivos sefialados y la disposicién
de los recursos técnicos v emanacién de directrices que orientan la actividad
pﬁl}_ljca en las lineas trazadas, lo que requiere una constante tarea de coordi-
nacién.

Este planteamiento general se coloca equidistantemente de las posiciones
de indiferencia y de expropiacion, pues disefia un fundamento racional, con
cobertura legal, que facilita la direccién sin asfixias, que traza un marco gene-
ral que puede dar cobijo a las competencias de otros entes evitando los ex-
cesos y las disfuncionalidades. Es decir, se coloca en un nivel superior, sin
que agote la capacidad de las Entidades locales.

Anteriormente hemos sefialado el fundamento juridico de la coordina-
cién. La ley, sustentada en esta concepcidn, incorpora adicionalmente la causa
de la misma. El art. 10.2 expone la causa préxima del recurso a la coordina-
cién. El supuesto seria la trascendencia del interés propio de las Entidades
locales que produciria la incidencia o condicionamiento de los intereses de la
Administracién Auténoma cuando se diera la concutrencia o complementa-
cién con los de ésta. S8lo en esta hipétesis, si no se solventa la convivencia de
intereses por otro procedimiento, cabrfa acudir a la coordinacién. Y en una
situacién similar alude también al art. 62 cuando contempla un dificil deslin-
de de facultades decisorias.

b) La forma de la coordinacién

Las relaciones interadministrativas revisten en la legislacién local formas
muy diversas. En primer lugar, contemplan férmulas concertadas de colabora-
cién. En los convenios o consorcios suscritos se fijard Ja cooperacién econdmi-
ca, técnica y administrativa {a. 57), posibilidad ya recogida asimismo en el
art. 5 de la LTH . En segundo lugar, autoriza la creacién de 6rganos de coor-
dinacién deliberantes, de caricter general o sectorial, de 4mbito autondémico
o provincial y de una Comisién Territorial para asegurar la colaboracién en
materia de inversiones y de prestacién de servicios. En tercer lugar prevé,
en el art. 59.1, una coordinacién en determinadas condiciones, supuesto que
vamos a analizar a continuacidn,

La Constitucién completa en abstracto la coordinacién de diversas ma-
terias. De esta forma consiente una intervencién indelimitada que adquiere
su sentido a juicio del Tribunal Constitucional en el contexto del precepto
en que se encuentra y que recurre a todos los instrumentos técnicos necesa-
tios para asegurar los resultados. Incluso, como pudimos comprobar, se con-
sideraba implicita en la legislacién bésica, con lo que se venia a prescindir de
una referencia legal concreta previa.
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Este planteamiento no tiene ya acogida en Italia. La superacién de las
primeras incertidumbres y los riesgos de una excesiva apertura condujeron a
la Corte italiana a exigir una base legal precisa y a rechazar las autorizacio-
nes genéricas de coordinacién. La sentencia n. 150 de 1982, siguiendo la
tesis de Zagrebelsky, consideré insuficiente la existencia de normas en blanco
y reclamé la presencia de ulteriores regulaciones legislativas vinculantes de
la accién del gobierno para aceptar la coordinacién estatal.

La LBRL se suscribe en esta perspectiva. Las leyes del Estado o de las
Comunidades Auténomas pueden otorgar al Gobietno respectivo la posibili-
dad de coordinar la actividad de la Administracién Local y, en su caso, de
las Diputaciones provinciales. Se constata sin dificultad el avance dado. Ya no
basta la referencia genérica o la admisién implicita de la coordinacién, puesto
que ésta debe estar explicitada en el articulado.

Pero, ademds, el art. 59.2 impone tres requisitos. Se considera insuficien-
te la mencién concreta de la coordinacién y se compone el respeto al princi-
pio de legalidad sustancial. La precisién coordinadora, como ya fue avanzado
en Italia por la Corte Constitucional, se complementa con la fidelidad a los
contenidos legales. Hay una reserva de ley en lo que se refiere a los pethles
de la coordinacién, pues deberdn determinarse «con suficiente grado de de-
talle las condiciones y limites y control de la coordinacién». Por tanto, hemos
pasado de la legalidad formal de la LPa a la legalidad sustancial de la LRBRL.

El art. 59.1 aporta otros datos de interés. En primer lugar, delimita el
significado de la coordinacién. Tanto el Estado como la Comunidad Auténo-
ma disponen de la potestad legislativa para armonizar la actividad adminis-
trativa. Con las leyes de armonizacién, legislacién bésica o leyes de programa-
cién se puede alcanzar la conciliacidn respetuosa de los intereses en juego.
Pero la coordinacién, en cuanto tal, queda al margen de la ley y su ejercicio
se realiza por vias administrativas.

En segundo lugar establece una forma general de ejercicio. Su concre-
cién se realiza en el seno de planes sectoriales en relacién con una materia,
servicioi o competencia determinados. Esto significa que la coordinacién ad-
quiere un cardcter global ¢ integrado que elimina incidencias continuas o
dispersas, y ademds debe ser funcional a los objetivos marcados.

Otro tema distinto es la articulacién técnica de la coordinacién. El Tri-
bunal Constitucional aceptd la autorizacién y aludié genéricamente a la adop-
cidén «de las medidas administrativas necesarias y suficientes. En esta perspec-
tiva es evidente que no cabe ninguna eliminacién a priori de medidas, y que
puede tener lugar preeminente la emanacién de directrices.

Todo ello sin menoscabo del dictado del art. 2, que pretende garantizar
las competencias locales.

En tercer lugar, del contexto normativo se deriva que la coordinacién
debe revestir un cardcter general, no puntual y puntilloso. El respeto, tantas
veces reiterado de la competencia local, rechaza una determinacién singular y
orientada a un sujeto concreto de la coordinacién.
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¢) Sujetos de la coordinacién

En la relacién de coordinacidn existen el sujeto coordinador y el sujeto
coordinado, correspondiendo, normalmente, al primero una posicién de direc-
cién. En nuestro caso es evidente, en funcién de lo expuesto anteriormente,
que la coordinacién corresponde a la Administracién auténoma respecto a la
local.

Pero la misma ley resuelve acertadamente la titularidad de la coordina-
cién al establecer un tridngulo participativo y al potenciar esquemas de corte
patlamentario.

Inicialmente la previsién coordinadora nace de la voluntad parlamenta-
ria, que dota de identidad a la coordinacién al definir sus perfiles. Pero su
funcién no se agota en la regulacién sino que, ademds, se reserva el control
de la coordinacién segin las pautas que juzgue oportunas.

Corresponde al gobierno nacional o auténomo, de forma secuencial, de-
sarrollar la coordinacién. De esta afirmacion se infiere que los planes secto-
riales correspondientes son atribuidos al érgano supremo de la Administra-
cién, sin que quepan delegaciones o sustituciones. Con esta atribucidn se fija
la responsabilidad juridica y se asegura la responsabilidad politica que serd
exigida, en su caso, por la Asamblea Legislativa.

Ciertamente, en sede doctrinal, ha proliferado la propuesta de sedes de
coordinacién. Asi, en otras, se apuntaba la conveniencia de que, a ciertos ni-
veles, se instituyera una conferencia de presidentes, sugerencia que fue re-
chazada por considerar que diluia la responsabilidad politica al trasladar la
toma de decisién a instancias inadecuadas.

Otro tema distinto es la aparicién de nuevos Seganos en la articulacién
de la coordinacién. Al Gobierno le compete arbitrar modelos procedimenta-
les y organizativos aptos para alcanzar los objetivos legales. En esta fase pos-
terior puede otorgar protagonismo a individuos y entidades que encajen con
la finalidad coordinatoria. En este sentido, recuerdo, a modo de ejemplo pa-
ralelo, las Conferencias Sectoriales del art. 4 de la Lpa, férmulas susceptibles
de aplicacién bajo la responsabilidad del gobierno.

Por 1ltimo, cabe mencionar a las Entidades Locales sometidas a la coot-
dinacién. La virtualidad de la ley de bases es que saca a las Administracio-
nes Locales de su pasividad al imponer su presencia en los procedimientos y
organizacién. Los articulos 2.58, 59 y 62 prescriben la necesaria participa-
cién en la formulacién y aprobacién de los instrumentos de planificacién y de
los intereses publicos implicados. Esto significa !a insercién en los procedi-
mientos internos y la conservacién de la capacidad representativa de los in-
tereses peculiares en las sedes de coordinacién dentro de un proceso enti-
quecido por el respeto a la pluralidad. En sintesis, la ley prueba a combinar
conjuntamente la Coordinacién horizontal y vertical, v con ello, simultinea-
mente, la Coordinacién formal y material, que deberi darse de manera na-
tural en las formas organizativas de la coordinacién.



ESTUDIOS 45

d) Efectos de la coordinacién

Como bien ha sostenido el Tribunal Constitucional, la coordinacién tie-
ne un cardcter vinculante integrador en procesos unitarios y no puede resol-
verse en la emisién de informes y opiniones tomados a beneficio de inventa-
tio. Varios aspectos merecen ser subrayados:

— ¢l contenido de la coordinacién puede versar sobre obligaciones de hacer,
de no hacer o de no actuar diversamente; )

— el cardcter vinculante de la coordinacién concreta queda a expensas de la
forma que adopte en su emanacidn;

— Ademds de la necesaria adecuacién al contenido de la coordinacién, se
produce el efecto reflejo del art. 59, en virtud del cual las facutades de
programacién, planificacién u ordenacién de los servicios o de actividades
de Ias competencias de las Entidades locales se debe ajustar a los planes
sectoriales;

— la redefinicién de las competencias que adquieren una elasticidad y mo-
dulacién provocada por el ejercicio de la técnica coordinadora.

Un tema diferente es la posicién que puede producirse entre la norma-
tiva de coordinacién y las normas dictadas anteriormente por los érganos fo-
rales competentes. Esta cuestién se suscité en Italia con motivo de la tesis
jurisprudencial que sostenia la vinculacién del legislador regional a la coor-
dinativa estatal que significaba, a todas luces, una modificacién del sistema
de fuentes y una preeminencia del acto administrativo sobre la ley regional,
doctrina que originé un vivo debate juridico ante las alarmantes consecuen-
cias derivadas de la sentencia de la Corte.

Afirmada de forma incontestable la inexistencia de potestad legislativa
foral, el problema es de menor relevancia en la Comunidad Auténoma. De
todas formas, el reconocimiento de competencias exclusivas y de la jerarquia
de normas forales (arts. 7 y 8 LTH ) puede ser fuente de conflicto que debe-
ria prevenirse en el procedimiento y organizacién. En cualquier caso, la vir-
tualidad de los preceptos legales y la atencién al fundamento y causa de la
coordinacién reivindican la obligatoriedad de lo dictado para su cumplimien-
to y, por tanto, la supremacia sobre las normas forales, cuando los planes
correspondientes respeten los limites y condiciones establecidos. No cabe sino
esperar que un uso adecuado de la competencia coordinadora excluya los
abusos y desviaciones.

¢) Control de la coordinacién

El cardcter juridico de la coordinacién conlleva la exigencia de mecanis-
mos que aseguren su incumplimiento. Dado que la coordinacién define el al-
cance de las competencias, aquélla deviene un pardmetro que fundamenta po-
sibles impugnaciones de los actos y acuerdos que desconocen las obligaciones
establecidas en los planes sectoriales.
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Como ya hemos sefialado, el cuadro de los controles es muy amplio de-
bido a que se adentra incluso en el terreno politico por medio de la vigilan-
cia parlamentaria del ejercicio de la coordinacién,

Por otra parte, las relaciones interadministrativas estdn sujetas al régi-

men general del control jurisdiccional, complementado con algunas previsio-
nes dispuestas para situaciones delicadas. Como reza el art. 66, cuando los
actos y acuerdos de las Entidades Locales no se ajusten al contenido y ejer-
cicio de las facultades de sus competencias e interfieran las propias del
Estado o de las Comunidades Auténomas, éstos podrdn impugnarlos, sin re-
querimiento previo, ante la jurisdiccién contencioso-administrativa, precisan-
do las lesiones o desviaciones competenciales y las normas incumplidas, con
posibilidad de solicitar la suspensién del acto o acuerdo.
' Sélo cuando se atente gravemente contra el interés general de Espaiia
el Delegado del Gobierno podri suspender, previo requerimiento, los actos
y acuerdos, y deberd proteger el interés a realizar la correspondiente impug-
nacién.

Queda pendiente como laguna el problema de la inactividad, puesto que
hasta ahora hemos revisado simplemente los actos o acuerdos en cuanto
«hacer». Esta cuestién no se resuelve adecuadamente, ya que sélo en ciertas
situacioines cabe reaccionar contra la generalizacién administrativa. Debe darse,
segin ¢l art. 60, un incumplimiento de obligaciones impuestas por la ley que
afecte a las competencias de la Administracién del Estado o de la Comuni-
dad, para que éstas puedan proceder, dentro de sus competencias y previo
requerimiento, a sustituir, y a su costa, a las Entidades locales. En el supues-
to extremo de que, en la materia que estudiamos, se llegara al incumplimien-
to de las obligaciones constitucionales, con lesién gravemente dafiosa del
interés general, el Consejo de Ministros, dentro de un procedimiento disefia-
do en el art. 61, podrd proceder a la disolucién de los 6rganos de las Cor-
poraciones locales.

En el Pais Vasco se dispone ademds de otros instrumentos. Me refiero
en concreto a las Comisiones Arbitrales previstas en el art. 39 del Estatuto,
que decide sobre los conflictos de competencia suscitados entre las Institu-
ciones comunes y las de Jos Territorios Hist6ricos. Por esta via, aln no per-
filada, en defecto de ley del Parlamento vasco, se podria asegurar de forma
consensuada el respeto a la coordinacién sin necesidad de judicializar las di-
vergencias administrativas.

Por otra parte, la ley contiene previsiones que contribuyen parcialmen-
te a remediar la indefensién de las Entidades locales. Desde hace ya bastante
tiempo, la doctrina denuncié los riesgos que corrian las Entidades locales por
posibles excesos de las Comunidades Auténomas y propugnd la creacién, a
nivel comunitario, de un érgano paralelo al Tribunal Constitucional que re-
visara la adecuacién Estatuto-ley comunitaria. La falta de fundamento legal
impidié que prosperaran estas iniciativas y que se confiara en la labor de
advertencia de los Consejos Consultivos.

Pues bien, la ley amplia las posibilidades de defensa. A través de un
procedimiento complicado las Entidades locales pueden exponer juridicamen-
te su desacuerdo con la legislacién estatal o autonémica que lesione la auto-
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nomia constitucionalmente garantizada, A ellas les corresponde instar a la
Comisién Nacional de la Administracién local la presentacién ante los drga-
nos legitimidos de una solicitud de impugnacién de las leyes ante el Tribu-
nal Constitucional. La falta de legitimacién de las Entidades locales obliga a
esta complicada tramitacién que, aunque insuficiente, contribuye a paliar la
indefensién en que se encontraban hasta la publicacién de la ley.

V. CoNCLUSION

En la exposicién anterior hemos intentado exponer los miiltiples meca-
nismos juridicos que permiten convivir, de forma satisfactoria, a la unidad y la
diversidad sin sacrificios, pero con concesiones. En este sentido, la ley articu-
la medidas cuya correcta utilizacién puede disolver o atenuar las dudas y
recelos de una posible coexistencia no cadtica de la pluralidad. Quizds a
partit de ahora, el tema que nos ocupa pierda algunos de sus componentes
més polémicos y deba avanzar en una reflexién de la articulacién de los inte-
reses en juego. Sin mengua del debate politico-juridico, habria que incremen-
tar Jas aportaciones técnicas que hagan viable el propdsito fundamental de un
desarrollo comin sin anulaciones.

Pero para alcanzar estos logros se requiere un desarrollo complementa-
rio. Por una parte, deseo de recuperar las valoraciones expuestas de la relevan-
cia de los Territorios Histéricos. La participacién exigida por la ley de las Enti-
dades locales debe adquirir en nuestro contexto un cardcter especifico, a tono
con la entidad sefialada. Sélo una comprensién exacta de esta dimensién per-
mitir4, de acuerdo con el ordenamiento juridico, una armonia de intereses.
Para ello se deberfan utilizar todas las posibilidades de participacion, tanto
a nivel procedimental como estructural, que aseguren la audiencia y defensa
de intereses. Las sugerencias italianas pueden ser estudiadas con atencién.
En ultimo extremo no se trata sino de sintonizar con un planteamiento de
la democracia asentado en nuestra problemitica contemporinea, y de con-
jugar representaciones politicas con un fundamento semejante, su derivacién
popular.

Por otra parte, no se nos escapa el cardcter potestativo de la coordina-
cién. De ahi que haya que instar a la articulacién de las medidas de coordi-
nacién por un doble motivo. En primer lugar, porque pueden ser un expe-
diente valido de interpretacién de intereses. En segundo lugar, por el carcter
global que preside las relaciones administrativas.

Pero el cumplimiento de estas exigencias nos conduce a un nivel dife-
rente que anunciaba anteriormente. No resulta atractiva, a pesar de su avan-
ce, una suma de coordinaciones sectoriales no inscrita en un disefio general
de la Administracién Pdblica Vasca, en cuyo seno la coordinacién debe al-
canzar pleno sentido y desarrollo.

Aunque nuestra atencién se ha concentrado bdsicamente en las relacio-
nes institucionales comunes y forales, conviene alzar el punto de mira y
contemplar, conjuntamente, todos los niveles administrativos, incluso el mu-
nicipal. A estas alturas resulta insuficiente propender a la construccién de



48 AUTONOMIES -4

Administraciones unitarias, sepatadas y en compartimientos estancos. La pro-
gramacién sectorial comporta, para su plena eficacia, la adopcién de un es-
quema de concentracién integrada que, superando el estrecho criterio de
los intereses propios, provea a la disfuncién de sectores homogéneos de actua-
lidad, a los cuales les corresponde una serie de competencias y funciones dis-
tribuidas segiin un esquema que permite integrar las distintas representacio-
nes politicas implicadas a través de la configuracién de sujetos unitarios
decisorios de base pluralista. S6lo en estas condiciones tiene sentido, como
afirma Pizzetti, la decisién y modalidad de distribucién de los recursos que
haga aceptable una integracién de las administraciones.

Este complejo problema, que aqui sélo podemos indicar, debe afectar
igualmente a las relaciones entre Territorios Histéricos y entidades locales,
en cuyo 4mbito no se ha avanzado demasiado. En este contexto debe proce-
derse asimismo a la oportuna integracién en el marco de las programaciones
sectoriales de 4mbito provincial. En sintesis, se trata de extrapolar a los pro-
cedimientos y estructuras administrativas la concepcion sustentada en la Ley
de Bases, con una aplicacién global que adecte organizacién y gestién admi-
nistrativa.

Aunque con cardcter fragmentario podemos constatar después de la
LRBRL ciertos avances en el proceso de interrelacién administrativa. Las in-
suficiencias detectadas en la legislacién se van compensando con nuevas pre-
visiones que colman las lagunas legales. Asi serfa injusto desconocer los in-
tentos que se realizan en el 4mbito de la Administracién econdmica. As{, por
ejemplo, el Decreto 150/1985, de 11 de junio, sobre relanzamiento excep-
cional de empresas y sectores industriales, crea en su articulo 3.° un Comité
de relanzamiento excepcional, integrado por tres representantes del Gobier-
no vasco y uno de los 6rganos forales de cada Territorio Histérico al que
corresponde coordinar las ayudas destinadas al Relanzamiento Excepcional de
los Sectores Industriales. Asimismo, el Decreto 154/1985, de 11 de junio,
por el que se regulan las medidas de actuacién interterritorial, establece en
su articulo 5 un Comité de Gestién con presencia gubernamental y foral, y
avala en la Disposicién Adicional Primera la participacién de las Diputaciones
en los érganos de gobierno de la Sociedad para la Promocién y Reconversién
Industrial para la coordinacién y eficacia de las medidas propuestas en el De-
creto. Constatamos, por una parte, el esfuerzo de integracién y comproba-
mos, sin embargo, la falta de fundamento legal y la indeterminacién del al-
cance de la coordinacién en ausencia de regulaciones previas globalizadoras.

Para terminar querria exponer dos consideraciones. En primer lugar, en
los ultimos tiempos se ha recurrido preferentemente a la via féctica o la ob-
tencién y garantia del acuerdo por la via politica, incluso confiando la solu-
cién de los conflictos a instancias partidistas. Aunque no sea desechable el
acuerdo politico, parece preferible que el consenso y coordinacién se alcan-
ce en sedes institucionales delimitadas en su configuracién y competencias.

En segundo lugar, pues, la via de evolucién pasa por el desarrollo de
las potencialidades legales que deben encontrar su materializacién en la le-
gislacién de desarrollo estatutario. La Comunidad Auténoma deberd aprobar
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dos leyes de desarrollo fundamentales referidas a la Administracién Local y
a la estructura de la Administracién Piblica Vasca. Parecen dos ocasiones
excelentes para avanzar en el sentido trazado en esta comunicacién. Soy cons-
ciente de que ello significa replantear tedricamente con radicalidad las rela-
ciones interadministrativas cuando apenas se han sosegado los dnimos des-
pués de las tensiones que condujeron a la crisis de! Gobierno Garaikoetxea.
En cualquier caso, a quien corresponda le compete decidir si desaprovechar
la oportunidad, como ya ocurrié con la LTH, o aprovechar la ccasién y ar-
ticular una Administracién moderna capaz de afrontar los retos planteados
en la crisis del Estado Social.

Julio de 1985








